
	
   1	
  

 Cultura política y órganos locales electorales* 
(XXIV Congreso SOMEE. Federalismo electoral: experiencias locales. Zacatecas, 6, 7 y 8 de Noviembre de 2013) 

Jaime Castillo Palma 
Universidad Autónoma de Puebla 

drjaime105@hotmail.com 
 

 
El interés por valorar y debatir al respecto de las experiencias locales del federalismo 
electoral y las posibilidades de transformar al IFE en una autoridad electoral única, es un 
tema de gran interés, no sólo coyuntural, sino un reto analítico para quienes estudiamos la 
cultura política.  
 
Los argumentos para constituir una autoridad electoral nacional única, referentes a reducir 
costos, evitar subordinaciones e ineficacias de los organismos estatales electorales, si bien 
son adecuados, no parecen tomar en cuenta que los efectos de tal propuesta son poco 
plausibles considerando que la cultura política define las prácticas de los actores sociales y 
políticos. De aquí la pertinencia para cuestionar las prácticas político culturales de los 
actores políticos y sociales involucrados en el funcionamiento de los órganos locales que 
administran y validan los procesos electorales.  
 
En consecuencia, este trabajo pretende demostrar que el federalismo electoral anterior y 
posterior a la alternancia en los gobiernos locales depende de las prácticas político 
culturales de sus actores preponderantes (gobernador, congreso local, dirigentes de 
partidos, alcaldes, senadores, diputados, órganos electorales y de fiscalización, poderes 
fácticos, grupos de interés o de presión, etc.) que, de acuerdo a sus intereses en juego y a la 
correlación de fuerzas, anulan posibilidades del desarrollo democrático y adecúan los 
cambios institucionales de acuerdo a sus prácticas autoritarias y de simulación y control en 
la administración y validación de los procesos político electorales. 
 
Para alcanzar este objetivo pretendo analizar, a través del estudio de caso poblano, 
los cambios nacionales, posteriores a la creación del IFE y de su estructura local, que 
influyeron en la transformación de los órganos locales electorales (que funcionaban 
esporádicamente para cada elección local) por los actuales pero con una lógica similar de 
funcionamiento siendo sus principales rasgos: 1) la transformación del marco legal y 
normativo y el aumento exponencial de sus presupuestos, posterior al año 1995, que no 
evitó las críticas sobre su ineficacia ni la parcialidad en la toma de decisiones; 2) tampoco 
corrigieron las prácticas discrecionales con las cuales se realizan las designaciones de 
quienes integran los órganos locales electorales; 3) en fin, el cambio de nominación no 
superó la opacidad en el manejo de su presupuesto, ni aminoró el aumento de los conflictos 
derivados de sus resoluciones.   
 
Tres apartados serán expuestos a lo largo de éste texto. 
 

	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  
* Este trabajo no hubiera sido posible sin la invaluable colaboración de Angelina del Carmen Flores Vargas y Alejandra 
Valencia Serrano quienes actualizaron la base de datos sobre la estadística y la reglamentación electoral e hicieron los 
documentos de síntesis sobre el funcionamiento de los órganos locales electorales en las que se basa este texto. 
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posibilidades de incidir en múltiples ámbitos de la vida política local y, con la alternancia, 
no sólo la refrendaron sino que la acrecentaron2. Consideramos que la influencia de los 
gobernadores en la constitución y el funcionamiento de los órganos locales electorales es 
una de las causas de sus enormes diferencias y deficiencias, tanto en su organización, como 
en el monto de sus gastos y tamaño, siendo relevantes sus diferencias entre ellos y también 
con las estructuras locales del Instituto Federal Electoral (IFE) o de los Tribunales Estatales 
Electorales en esos mismos rubros. Veamos. 
 
Bajo diferentes figuras organizativas se crean los actuales órganos locales electorales. En el 
año 1991, se crea el Instituto Electoral en Colima y en 1992 el de Oaxaca y los consejos 
estatales electorales en Sinaloa y San Luis Potosí3. En 1993, surge el Consejo Estatal 
Electoral de Sonora. En 1994, las reformas tendientes a la “ciudadanización” de IFE, 
coinciden con la creación de seis institutos electorales estatales más, en los estados de Baja 
California, Durango, Guanajuato, Tlaxcala, Veracruz y Yucatán. Luego, diez entidades 
federativas incorporan cambios en la denominación de sus autoridades electorales: 
Michoacán e Hidalgo (1995), Estado de México y Querétaro (1996); Baja California Sur, 
Campeche, Chihuahua, Morelos, Zacatecas (1997); Distrito Federal (1999). Ya en el marco 
de la alternancia en la presidencia, cambian su denominación a Instituto Electoral diez 
entidades más: Chiapas, Aguascalientes y Puebla (2000), Coahuila (2001), Tabasco y 
Quintana Roo (2002), Jalisco (2005) y, finalmente, se crean los institutos electorales en 
Nayarit y Guerrero (2007) y en Tamaulipas (2008). Así, en la década de los años noventa 
cambian de denominación 21 órganos electorales, entre el año 2000 y 2008, otros 10 y, 
hasta ahora, Nuevo León, no ha cambiado su figura organizativa (sigue siendo Comisión 
Estatal Electoral), desde el año 1976.  

El conjunto de los órganos estatales electorales bajo la figura de institutos, 28 con esa 
denominación, cuatro no la adoptaron, fueron emanados de la inercia posterior a la creación 
del IFE y de  sus cambios, particularmente, el que dejó fuera al secretario de gobernación 
del control del IFE y que algunos han dado en llamar “ciudadanización”. No obstante, la 
alternancia en los gobiernos estatales, no influyó en la ciudadanización de los órganos 
electorales locales. Muchos cambios de denominación de los órganos electorales locales 
fueron de forma pues, su supuesta ciudadanización, se llevó a cabo años después de su 
creación y viceversa. 
 
Por ejemplo, en Baja California, la alternancia se dio en 1989 pero su instituto fue creado 
hasta 1994 y, por otro lado, en Colima, una entidad que siempre ha sido gobernada por el 
PRI, fue establecido el primer instituto estatal electoral, en 1991, pero su ciudadanización 
fue realizada hasta 1996. Mientras, Puebla, ya se había ciudadanizado cuando se aprobó la 

	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  
2	
  En el marco de la alternancia, las elecciones de gobernadores cobraron un rol privilegiado debido a la disminución de la 
presencia de la presidencia de la república en la toma de decisiones. Dicho de otro modo, se rompió el equilibrio en la 
relación entre el Presidente y los gobernadores. Cuestión que también se constata con la constitución de la Conferencia 
Nacional de Gobernadores (CONAGO, 2002) que se erige como nuevo interlocutor frente a la presidencia de la República. 
Cf. CASTILLO PALMA, Jaime. “Las elecciones del 2012 y sus repercusiones en el desarrollo democrático de México”. 
Conferencia magistral, Seminario de Análisis Político de la Academia de Ciencias Políticas y Administración Pública, 
Universidad Autónoma del Estado de Hidalgo, 27 de abril de 2012. 
3	
  Este último recién salía de un impugnado proceso electoral por parte de Salvador Nava.	
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creación de su Instituto Estatal Electoral en 2000 y, Nuevo León, que a la fecha funciona 
como Comisión Estatal Electoral, tiene un consejo ciudadanizado desde 1996.  
 
Según Arroyo y Morales, en el contexto nacional, aunque de manera parcial y aún cuando 
las reformas electorales a nivel local no cubrieron las expectativas y los códigos aprobados, 
prosiguieron “los viejos vicios orientados al control por parte de los gobiernos de los 
estados” 4. En cada entidad federativa, aunque se fue cediendo poco a poco el control de la 
organización de los procesos electorales, ejercido desde las secretarías de gobernación de 
las entidades federativas, a los órganos electorales “ciudadanizados”, persistió el control de 
los gobiernos locales en el funcionamiento de sus órganos locales electorales. Además, 
según Astudillo y Córdova, en la homologación del marco normativo electoral de las 
entidades federativas no existen más que “parámetros mínimos”, establecidos en el Artículo 
116 de la Constitución, en tanto principios rectores para las constituciones y leyes de los 
estados en materia electoral5. Fuera de eso no hay ninguna restricción que permita 
homologar la figura jurídica organizativa, los presupuestos, el perfil, tiempo de 
permanencia y número de los participantes en los órganos electorales locales.  
 
Las disparidades son enormes. No hay correspondencia entre el presupuesto total de los 
órganos estatales electorales y el tamaño de su lista nominal de electores6. La mitad de las 
entidades federativas del país tienen, para el año 2013, un presupuesto total 
proporcionalmente mayor a su listado nominal, siendo los más sobresalientes, el Distrito 
Federal, Veracruz, Zacatecas, Sinaloa, Chihuahua, Durango, Oaxaca, Coahuila, Hidalgo y 
Baja California (Ver gráfica 1). Sólo hay correspondencia entre el monto del presupuesto 
total y el tamaño de la lista nominal de electores para una tercera parte de los órganos 
locales electorales de las entidades federativas del país. 
 
Esas mismas disparidades proporcionales, entre el presupuesto total y el tamaño del listado 
nominal, las encontramos en 7 de las 14 entidades federativas que tuvieron elecciones en el 
año 2013. Aun considerando las diferencias entre el número de cargos sujetos a elección7 el 
presupuesto resulta desproporcionado respecto al listado nominal, así como al costo por 
elector. Es el caso de Zacatecas ($267.7), Durango ($183.2), Sinaloa ($182), 
Aguascalientes ($156.4), Chihuahua ($146.4) y Coahuila ($133.9). En contrapartida, y sin 

	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  
4	
  Cf. Arroyo Marroquín, Tulio y Morales Barbosa, Juan José. “Interacción del Instituto Federal Electoral y los Consejos 
Estatales Electorales”, en Orozco Henríquez, Jesús, Compilador, Administración y Financiamiento de las Elecciones en el 
umbral del Siglo XXI. Memoria del Tercer Congreso Internacional del Derecho Electoral, Tomo II, 1999, p. 426. 
Disponible en línea http://biblio.juridicas.unam.mx/libros/1/239/7.pdf  
5	
  Se refieren a la legalidad, imparcialidad, objetividad, certeza e independencia, aún vigente, en la reforma electoral de 
1996. Cf. ASTUDILLO, César y CORDOVA, Lorenzo. Los Árbitros de las Elecciones Estatales. Una Radiografía de su 
Arquitectura Institucional. Universidad Nacional Autónoma de México, Instituto Electoral y de Participación Ciudadana 
de Jalisco, 2010. Cf. PESCHARD, Jacqueline. La dimensión Federal de la Democratización Electoral, en PESCHARD, 
Jacqueline, compiladora, El Federalismo Electoral en México, Editorial UNAM/Miguel Ángel Porrúa, México 2008. 
6	
  El presupuesto total para 2013 se divide en dos grandes rubros, el de gasto de operación y el financiamiento a Partidos 
Políticos, para el primer rubro se destina el 61.9% (4’530.3 mdp) y para el segundo el 38.1% (2’784.9 mdp) del total de 
los recursos presupuestados, pero tampoco existen criterios homogéneos para su distribución en las entidades federativas. 
7	
  Los cargos sujetos a elección fueron: Un gobernador, 271 diputados de mayoría relativa, 170 diputados de 
representación proporcional y 1348 ayuntamientos (en el caso de Oaxaca 153 por sistema de partidos y 417 por usos y 
costumbres). La mayor parte de ellos corresponden a Veracruz, Puebla y Oaxaca. La menor parte corresponden a Hidalgo, 
Baja California y Quintana Roo. 
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En cuanto a su adscripción, quince entidades federativas tienen a sus órganos incluidos en 
el Poder Judicial de sus entidades: Baja California, Campeche, Chiapas, Coahuila, 
Durango, Hidalgo, Jalisco, Nayarit, Querétaro, San Luis Potosí, Tamaulipas, Tlaxcala, 
Veracruz y Zacatecas11. Las otras 17 entidades son autónomas e independientes del poder 
judicial estatal: Baja California Sur, Chihuahua, Colima, Distrito Federal, Guanajuato, 
Guerrero, México, Michoacán, Morelos, Nuevo León, Oaxaca, Puebla, Quintana Roo, 
Sinaloa, Sonora, Tabasco y Yucatán. Con respecto a su naturaleza jurídica, en 28 estados es 
permanente y en cuatro es temporal: Colima, Michoacán, Morelos, Querétaro. 

Respecto al número de integrantes del pleno de los Tribunales, en diecinueve estados se 
integra con tres magistrados: Aguascalientes, Baja California, Baja California Sur, 
Campeche, Chihuahua, Coahuila, Colima, Durango, Morelos, Nuevo León, Oaxaca, 
Puebla, Querétaro, Quintana Roo, San Luis Potosí, Sonora, Tabasco, Tlaxcala y Veracruz. 
Con cuatro magistrados se conforma el Tribunal del estado de Hidalgo; en once entidades 
con cinco Magistrados: Distrito Federal,  México, Guanajuato, Guerrero, Jalisco, 
Michoacán, Nayarit, Sinaloa, Tamaulipas, Yucatán y Zacatecas; y el Tribunal del estado de 
Chiapas se conforma por siete magistrados.  

Si comparamos el presupuesto 2013 asignado al Tribuna Electoral del Poder Judicial de la 
Federación (TEPJF), con el total que suman los 24 órganos estatales, vemos que el primero 
es 2.6 veces mayor y, tal vez la comparación no sea válida, pero nos permite observar la 
magnitud del total de recursos que se destinan a la justicia electoral en nuestro país. Al 
igual que, como mencionamos más arriba, las estructuras locales del IFE, tienen un 
presupuesto mayor al de los Institutos y consejos locales electorales. En este último caso, 
resulta útil la comparación ya que permite asegurar que los órganos locales electorales son 
ineficientes y manipulables pero resultan más baratos. 
 
En suma, el amplio margen de ambigüedad legal en el que se ha desarrollado el federalismo 
electoral, se conjunta con ese margen de maniobra política que ejercen los gobiernos de las 
entidades federativas respecto a su funcionamiento. De aquí las disparidades 
presupuestales, las formas tan variables para la designación de los integrantes de los 
órganos electorales locales, para su tiempo de permanencia en el cargo y los constantes 
conflictos de los actores involucrados en los procesos electorales. En consecuencia, 
explicar este universo tan disímbolo y de tantas disparidades remite, forzosamente, al 
análisis de cada una de las 32 experiencias locales del federalismo electoral. El caso de 
Puebla, que a continuación abordamos, ilustra uno de los casos de órganos electorales 
locales que han tenido un papel secundario y hasta antagónico para el desarrollo 
democrático. 
 
2. Prácticas político culturales en los órganos electorales de Puebla  
Para adentrarnos en el análisis poblano, hemos identificado períodos marcados en el 
sistema político por la continuidad, la ruptura y la alternancia en la sucesión gubernamental 
para el período 1988-2013. Estos períodos definidos por los procesos político electorales, 
nacionales y locales, permiten ubicar las prácticas político culturales en las coyunturas de 
recambio, tanto en la presidencia, las cámaras alta y baja de la república, así como las 

	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  
11 De este grupo, cinco son salas: Aguascalientes, Campeche, Nayarit, Querétaro y Tlaxcala; el resto son tribunales. 
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correspondientes al recambio de gobernadores, su congreso local y sus presidencias 
municipales, respecto al papel que juegan los árbitros electorales. En este apartado, las 
reformas locales realizadas al marco legal y normativo de los órganos electorales poblanos, 
que administran y validan los procesos electorales, serán el punto de partida para observar 
los intereses en juego y la participación de los actores políticos 
 
El período de continuidad, vinculado al efecto que tuvo el presidencialismo en la 
designación del candidato a gobernador, lo ubicamos en la práctica político cultural que 
identificamos como la del gran elector, popularmente conocida como “el dedazo”. Esta 
etapa abarca los períodos de gobierno de Mariano Piña Olaya (1987-1993) y Manuel 
Barttlet Díaz (1993-1999), quienes así alcanzaron la postulación a la candidatura y el cargo 
de gobernador. Nacionalmente, esta etapa corresponde a la coyuntura de las reformas 
electorales cuyo efecto es conocido por la salida del Secretario de Gobernación de la 
presidencia del IFE, por la pérdida de la mayoría absoluta del PRI en la cámara de diputados 
y por las fatales contradicciones al interior de ese partido. Es decir, a un momento de 
cambio en la administración, calificación y validación de los procesos electorales. Pero, 
localmente, esos gobernadores de mano dura, también corresponden al contexto del ascenso 
y descarrilamiento del neoliberalismo, que estuvo marcado por el autoritarismo, los 
conflictos electorales sangrientos y las expropiaciones del agua, la tierra y los movimientos 
sociales contra el antipopular plan de desarrollo Angelópolis que pretendía fungir como 
trampolín para impulsar la candidatura a la presidencia de la república de Manuel Barttlet. 
La cooptación, corrupción, represión y manipulación de los oponentes se combinan para 
asegurar el control de los árbitros electorales y no difieren grandemente de los 
correspondientes al período inmediato anterior y posterior a la alternancia.  
 
En este período de continuidad (1987-1999), el control gubernamental ejercido desde el 
gobierno federal se replicaba localmente mediante los órganos locales electorales. La Ley 
de Organizaciones Políticas y Procesos Electorales del Estado de Puebla (LOPPEP) había 
permanecido sin reformas trascendentes desde 1980. Entonces, la Comisión Estatal 
Electoral estaba conformada por el Secretario de Gobernación como Presidente, tres 
comisionados designados por el poder Ejecutivo, tres Comisionados del poder legislativo, 
un Comisionado por cada partido político con registro y un Secretario (Notario Público) 
designado por la propia Comisión. Todos ellos con derecho a voz y voto. Las 
impugnaciones de los partidos de oposición a los resultados de los comicios no se hacían 
dentro del marco establecido por las leyes electorales, dada la simbiosis entre el Estado y el 
partido, al usar a la Comisión para mantener su control en el Estado12. De este modo, 
encontramos que la presión por el reconocimiento de triunfos electorales se dio 
principalmente mediante las movilizaciones sociales que resultaban en represión 
gubernamental cada vez más sangrienta13. 

	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  
12	
  Los cuestionamientos formales hacia la Comisión Electoral eran menores y escasos y estaban dirigidos principalmente 
hacia la organización de los procesos, como los cambios en la ubicación de casillas e irregularidades en el listado nominal.	
  
13 Represión cada vez más sangrienta, donde destacan los veinticuatro asesinatos de simpatizantes del Partido 
Revolucionario de los Trabajadores y del Partido de la Revolución Democrática ocurridos entre 1988 y 1993. Cfr. Aguilar 
Camín, Héctor. Compuerta: Los muertos del PRD. Cuadernos de Nexos, 1 de julio de 1993. Disponible en línea en 
http://www.nexos.com.mx/?P=leerarticulo&Article=447273 , consulta del 24 de septiembre de 2013. 
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La simbiosis entre partido y Estado se manifestó de manera más clara durante el proceso de 
adecuación de la LOPPEP a las reformas federales que aprobaron la creación del IFE y del 
COFIPE en 1990. La creación de la nueva ley, luego de todo un proceso de negociación que 
permitió contener las demandas de los partidos de oposición, fue rechazada en el mes de 
julio de 1992, por el voto de la mayoría priísta en el Congreso. Rechazo que, se especula, 
fue del entonces candidato a gobernador, Manuel Bartlett, quien obtendría beneficios, al 
participar en un proceso regido por una ley considerada por la oposición, como obsoleta y 
antidemocrática. 

Una vez como gobernador, Manuel Bartlett, impulsó la reforma política del año 1994 que 
derivó en la aprobación del Código Electoral del Estado de Puebla. Reforma que modifica 
la constitución de la Comisión Estatal Electoral, adelantando su “ciudadanización”, al 
retirar la figura del Secretario de Gobernación del Consejo Electoral. También, se crea un 
Tribunal Estatal Electoral al que se le otorga fallo de inatacable y se establecen los 
principios que habrán de regir la organización del proceso. Los efectos de la reforma son 
remarcables por el incremento, siete veces mayor, al presupuesto solicitado, para 
funcionamiento de la Comisión (que pasan de 6.8 a 47.2 millones de pesos) y por las 
prerrogativas para partidos políticos que casi triplican (que pasan de 3.9 a 10.7 millones de 
pesos). Sin embargo, desde el momento de la selección de quienes integrarían el Consejo 
“ciudadanizado” se advierte la aplicación de prácticas que tienden a demostrar que los 
ánimos democratizadores del gobernador en turno, quedaron en reiterada práctica de 
simulación. La designación de Consejeros Ciudadanos estuvo a cargo del Congreso del 
Estado, que nombró a una Comisión especial para dicho encargo, integrada por un 
representante de cada partido político con presencia en el Congreso. Dicha designación, 
producto de la cuota partidaria proporcional de candidatos (pasaron tres propuestas del PRI 
y una del PAN, PFCRN, PPS y PRD, respectivamente) violó el procedimiento establecido en el 
código que ordenaba que la votación se hiciera de manera individual y sucesiva pues se 
eligió al Consejo “como si fuera una sola planilla y por unanimidad de los miembros 
presentes”14. El control del PRI se aseguró cuando su Consejero propuso y votó para 
Presidente de la Comisión al Consejero del PFCRN (partido satélite del PRI), obteniendo así 
el control del órgano electoral. Control asegurado por las atribuciones del Presidente de la 
Comisión, al designar al Secretario Técnico y proponer a los Consejeros distritales y a los 
Consejeros municipales al pleno de la Comisión Estatal Electoral para su discusión y 
aprobación15. Esta comisión fue acusada por el PAN de parcial y de ser resultado de una 
imposición del gobernador16. A pesar de la Reforma, los reclamos y movilizaciones contra 
el flamante Tribunal Estatal Electoral, por su sometimiento ante el conflicto electoral de la 
alcaldía de Huejotzingo (entre el PRI y el PAN), demostraron que la movilización social y los 

	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  
14 ARROYO y RUIZ. La legitimidad fragmentada. Transición e institucionalidad en Puebla, UAP / Plaza y Valdés, Puebla, 
2004, p. 75 
15 Cf. Periódico Oficial del Estado de Puebla (POE), 26 de mayo de 1995, Tomo CCLII, número 42, Segunda sección. 
16 lo cual condujo, a propuesta del PPS, otro partido satélite del PRI, para destituir a la Consejera María del Carmen Díaz, 
removida con el pretexto de parcialidad al haber participado en un evento académico en Washington señalado como foro 
panista. Cfr. CORDERA Rolando. “Al cierre” en Nexos en línea, 1 de junio de 1996. En 
http://www.nexos.com.mx/?P=leerarticulo&Article=448288. Remitimos también a la consulta de REYNOSO Víctor M. 
“Notas sobre un parte aguas, un contexto y un gobernador” en Larrosa y Valdés (Coords) Elecciones y partidos políticos 
en México, 1995, ciudad de México, UAM- Iztapalapa, 1995, pp. 137-143. Disponible en línea en 
http://biblio.juridicas.unam.mx/libros/4/1762/17.pdf 
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acuerdos a nivel central con el gobierno federal resultaban más eficientes para exigir 
equidad en el arbitraje electoral, que una demanda formal ante órganos locales electorales 
férreamente controlados por el gobernador. 

Después de la derrota del PRI en la alcaldía de Puebla y su pérdida de la mayoría calificada 
en el Congreso, en las elecciones de 1995, se realizan las reformas electorales hacia la 
recuperación del predominio electoral o del “carro completo”. Así, el 21 de febrero de 
1997, se publica en el Periódico Oficial del Estado el decreto que reforma el Código 
Electoral del Estado por el que se incrementa el periodo de duración en el cargo para los 
Consejeros Electorales (de tres a siete años) y, como resultado de la experiencia en el 
consejo anterior, para evitar señalamientos de vinculaciones partidistas, agrega como 
requisito a los aspirantes a Consejeros no haber tenido relación en, por lo menos tres años 
anteriores a su designación, con partidos políticos e incorpora la posibilidad de ratificación 
de los consejeros, pero también la de remoción en caso de faltas graves a solicitud de dos 
terceras partes de la Comisión17. La selección del nuevo Consejo, en el marco de un 
Congreso sin mayoría calificada, se hizo de manera mixta: un par de consejeros llegó a 
través del método de mayoría y tres por el método de insaculación. Esta situación, 
provocada por la falta de consenso, puso en funcionamiento la maquinaria gubernamental 
para intervenir, a través del soborno, en la conformación del Consejo Electoral. De modo 
que, el proceso de selección, se organizó por un Consejo deslegitimado de origen. Los 
principales señalamientos hacia este Consejo se enfocan hacia la omisión en la aplicación 
de sanciones por los actos anticipados de campaña y durante el cierre del proceso, hacia la 
inconformidad con las resoluciones tomadas por el Consejo electoral y la forma en que 
fueron resueltas por el Tribunal Estatal Electoral. Cuestión que remite a la importancia 
acordada al papel de los árbitros electorales luego de que el PRI perdiera el eje del Proyecto 
Angelópolis, la alcaldía de la capital de la entidad, además de 10 de las 26 diputaciones 
locales, en el año 1995, y que para 1998, luego de las reformas al Código electoral del año 
anterior retornara al “carro completo” cuando recobra la alcaldía de la ciudad capital y 9 de 
las 10 curules que había ganado el PAN. Pero también y, sobre todo, al comienzo del uso de 
los órganos electorales en la disputa ocasionada por la intención del gobernador en turno 
para imponer a su sucesor. 

El período de ruptura, debido a las disputas al interior del partido hegemónico y sus 
inocultables y públicas contradicciones, la identificamos con la práctica político cultural de 
las defecciones, rupturas y simulaciones que preceden y dan paso a la alternancia. Esta 
etapa corresponde a los períodos de gobiernos de Melquíades Morales Flores (1999-2005) 
y Mario Marín Torres (2005-2011). Nacionalmente, corresponden al momento de la 
alternancia en la presidencia de la república por parte del PAN, al debilitamiento del 
presidencialismo, al reforzamiento y preeminencia de un sistema de partidos frágiles, 
manipulables y poco representativos y al ascenso de la credibilidad de los árbitros 
electorales y a su posterior declive. Localmente, se trata de un período gris y de grave 
degradación del PRI cuya oposición interna, surgida de las defecciones y rupturas 
ocasionada por la disputa para alcanzar la postulaciones de ese partido en los procesos 

	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  
17 Cf. Periódico Oficial del Estado de Puebla del 21 de febrero de 1997, Artículo 49 fracción V, inciso C y Artículo 49 
fracción V, inciso C, párrafo 3. Para la integración de las mesas directivas de casilla se establece como método la 
insaculación de mes y letra del alfabeto para seleccionar a los ciudadanos inscritos en el padrón electoral. 
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electorales, está en el origen de una práctica que, a partir de esta etapa, se repite en cada 
recambio de gobernador. Se trata del reiterado intento del gobernador en turno para 
imponer a su candidato para sucederlo, dada la disminución de la intervención presidencial 
en la toma de decisiones. Es el caso de Melquíades Morales que sucede en el cargo a 
Manuel Barttlet al impedir que imponga a su candidato. Luego veríamos una disputa 
similar entre Melquíades Morales y Mario Marín Torres. En este período el interés por 
controlar a los árbitros electorales es patente en la disputa por imponer las cuotas 
partidarias en la designación de los consejeros electorales, en los constantes cambios de 
puesto de los árbitros electorales (que van del Tribunal Estatal Electoral al IFE local o de 
este al Instituto Estatal Electoral) convirtiéndose en tránsfugas a la busca de cubrir cuotas e 
intereses de los contendientes en disputa. Particularmente, al interés por posicionar 
ventajosamente al candidato del gobernador en turno para sucederlo. 

En este período de ruptura (1999-2011), de enfrentamientos y defecciones, se realiza la 
reforma electoral, del año 2000, a partir de la cual se cambia la denominación del órgano 
electoral a Instituto Estatal Electoral (IEE)18, como también la del Tribunal Estatal Electoral 
que, en adelante, se denomina Tribunal Electoral del Estado de Puebla (TEEP) cuya 
diferencia es que éste último tiene carácter permanente (antes sólo funcionaba durante el 
proceso electoral). Esta reforma señala que los procesos electorales en el Estado de Puebla 
estarían a su cargo y se regirían por el nuevo Código de Instituciones y Procesos 
Electorales del Estado de Puebla (CIPEEP). Con esta reforma, el presupuesto del Instituto se 
incrementa, entre 1995 y 2001, casi al doble, al pasar de 93.1 a 176.7 millones de pesos en 
dinero constante. Posteriormente, los aumentos al presupuesto del IEE ya no serían de la 
misma magnitud. La designación de los consejeros electorales recae nuevamente en 
exfuncionarios ligados al PRI, no obstante los reclamos del PAN y del PRD, al señalar que fue 
un proceso acorde a los intereses del partido gobernante19, el Congreso, de mayoría priísta, 
nombró a los 9 consejeros y de entre estos a Alejandro Necoechea Gómez, como Consejero 
Presidente (para el período 2000-2006).  

A finales del año 2003, el Código electoral del año 2000 fue reformado, teniendo como 
trasfondo la resistencia del PRI a cambiar aspectos que les resultaran adversos. Así, se 
aprobaron cambios tras una larga discusión entre diputados del PRI y PAN, los legisladores 
del PRD, PCD y PVEM no intervinieron y se retiraron de la sesión cuando el dictamen iba a 
ser votado20. Fueron cambios insustanciales, para permitir la fusión de partidos estatales, 

	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  
18 Esta Ley establecía que el consejo general del IEE, estaría integrado por un Consejero Presidente, ocho consejeros 
electorales, un representante de cada partido político con registro local, un representante del poder legislativo de cada 
partido político con presencia en el Congreso Local, un director y un secretario general, así como un vocal estatal del 
Registro Federal de Electores. Los consejeros serían propuestos mediante consulta popular y aprobados por consenso 
entre los miembros del Congreso o por mayoría calificada. Cf. Periódico Oficial del Estado de Puebla. Decreto que expide 
el Código de Instituciones y procesos electorales del estado de Puebla. 2 de octubre de 2000. Número 1, segunda sección. 
19 El Sol de Puebla, De amañado califica Bear Sanz el proceso de selección de funcionarios electorales y “Burda 
mapachizacion del IEE; 19 de octubre de 2000 y del 29 de noviembre de 2000. Este primer consejo general del IEE se 
desempeñó durante del año 2000 al 2006 y organizó las elecciones locales de 2001 y 2004 y las elecciones extraordinarias 
en los municipios de Molcaxac(2002) y Santa Inés Ahuatempan (2005). 
20 Los partidos políticos de oposición señalaron que los cambios no eran sustanciales y acusaron al PRI de oponerse a 
reformas sobre alianzas entre partidos, la nueva definición de distritos, la reducción del número de diputados y la 
reglamentación de precampañas, por temor a perder las elecciones de 2004. Cf. HERNÁNDEZ Alcántara, Martín. Es casi un 
hecho que no habrá reformas sustanciales al código electoral de Puebla. La Jornada de Oriente del 2 de diciembre de 
2003, en línea en http://www.lajornadadeoriente.com.mx/2003/12/02/oriente.html. 
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pero prohibiendo coaligarse entre sí y fusionarse con partidos nacionales y también se 
obliga a los partidos políticos a presentar informes anuales y de campañas, sobre el origen, 
monto y aplicación de los ingresos por cualquier modalidad de financiamiento. Se hicieron 
especificaciones al procedimiento del cómputo final de las elecciones en los consejos 
municipales y distritales y al de asignación de diputaciones y regidores de representación 
proporcional. También se estipuló que la Comisión Revisora del financiamiento a partidos, 
reportaría el origen y rebase de topes de gastos de campaña mientras que, la Dirección de 
prerrogativas, partidos políticos y medios de comunicación, establecería los lineamientos 
para la asignación de tiempos y el monitoreo de los medios de comunicación.  

En este período, el IEE enfrentó diversas acusaciones, por el vínculo de los consejeros 
electorales con los partidos políticos, por su ineficiencia, su falta de recursos y su mal 
manejo. Es el caso, en el año 2001, cuando la falta de recursos para la organización del 
proceso electoral21 coincide con el señalamiento del Órgano de Fiscalización Superior 
(ORFISE) sobre gasto excesivo e injustificado de los recursos del año 2001, por un total de 
11mdp, debido a irregularidades en su funcionamiento22. A estas acusaciones y denuncias 
se anexa la realizada por el PAN, el PRD y la COPARMEX contra el consejero Germán Molina 
por haber sido militante del PRI, hecho que provocó su renuncia al cargo23 en marzo de 
2001. Luego, en el año 2002, el Director General del IEE, Alejandro Romero Carreto, 
renunció por acusaciones de mal manejo de recursos denunciado por los consejeros 
electorales, Enrique Ramírez Valverde, José Manuel Rodoreda y Mario Iglesias 
identificados con el panismo. Y, por su parte, el PAN, también lo denunció ante el TEPJF por 
haber ocupado al mismo tiempo la dirección del IEE y haberse desempeñado como notario 
público de Huejotzingo, hecho por el cual se le impuso una irrisoria sanción de 1,140 
pesos24. Posteriormente, la pugna preelectoral inter e intra partidaria por el control de los 
órganos electorales, que precede a los comicios del año 2004, vuelve a involucrar a 
diversos actores. Así, en 2004, cuatro Consejeros Electorales y el Consejero Presidente 
fueron denunciados por el PAN, ante el TEPJF, debido a una reunión con priístas pero, el 
alegato sobre la parcialidad del IEE a favor del PRI y la solicitud para su destitución fue 
desechada por esa autoridad25. Igualmente, fue desechada la denuncia de diputados del PRD 
y de Convergencia, contra el delegado federal de la SEDESOL y el operador político del 
aspirante panista a la gubernatura (Francisco Fraile), por sostener un encuentro con los 
consejeros electorales, Mario Iglesias y Manuel Rodoreda26. Las denuncias alcanzan 

	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  
21 Cf. “Faltan 15 mdp para campañas: solicitará el instituto electoral recursos extraordinarios a la Secretaría de Finanzas” 
en El Sol de Puebla, 26 de mayo de 2001 y “Culpa al Director General del IEE de no pedir recursos a tiempo” 10 de julio 
de 2001.  
22 Las observaciones fueron solventadas y como medida interna en el Instituto fueron suspendidos 9 funcionarios. 
Finalmente, el órgano fiscalizador aprobó la cuenta pública del IEE en diciembre de 2002. Cf. LEMUZ, Claudia, Nueve 
funcionarios del IEE fueron suspendidos: Necoechea, La Jornada de Oriente, 26 de agosto de 2002. Disponible en línea 
en http://www.jornada.unam.mx/2002/08/26/oriente-d.htm, consulta del 16 de julio de 2013. 
23 Cf. GARCÍA, Alejandro Fermín. Para evitar un conflicto electoral nacional, renunció Germán Molina Carrillo al IEE, La Jornada 
de Oriente, 9 de marzo de 2001. Disponible en línea en http://www.lajornadadeoriente.com.mx/2001/03/09/oriente-a.htm, consulta 19 de 
julio de 2013. 
24 Cf. GARCÍA, Alejandro Fermín. Renunció Alejandro Romero; acusa a consejeros de "atacarlo sistemáticamente", La 
Jornada de Oriente, 11 de marzo de 2002. Disponible en línea en http://www.jornada.unam.mx/2002/03/11/oriente-b.htm, 
consulta del 15 de julio de 2013. 
25 Cf. El Sol de Puebla, Abate video confianza en Instituto Electoral, 29 de junio de 2004. 
26 Cf. El Sol de Puebla, Niega consejero electoral favorecer campaña de Fraile, 29 de julio de 2004. 
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también al Consejero Presidente del IEE, Alejandro Necoechea, a quien se acusa de tener 
nexos con el PRI, debido a un desplegado del año 1998, donde el Consejero manifestaba su 
apoyo hacia la candidatura de Mario Marín a la alcaldía de Puebla27. 
 
En el año 2006, durante el período de gobierno de Mario Marín, tuvo lugar el cambio de los 
integrantes del Consejo General del IEE (que se harían cargo de los procesos electorales 
ordinarios y extraordinarios de los años 2007-2008  2010-2011) y nuevamente hubo 
señalamientos sobre irregularidades en el proceso de designación28. Para este proceso ocho 
consejeros buscaron su reelección y sólo el Consejero Presidente, Alejandro Necoechea, no 
se postuló. El Congreso determinó por unanimidad no ratificarlos; luego designó como 
Consejero Presidente a Jorge Sánchez Morales, quien había fungido como Consejero 
Propietario del IFE local (para el proceso electoral federal de 2006) y había sido señalado 
por ser afín al priísta Javier López Zavala, Secretario de Gobernación y candidato de Mario 
Marín para sucederlo29. Además, en 2006, el PAN cuestiona al TEEP por la reelección del 
magistrado Reynaldo Lazcano Fernández, aunque no pasa de un amago para solicitar juicio 
de revisión constitucional electoral. Luego, en el año 2007, el ex magistrado del TEEP, 
Germán Gabriel Alejandro López Brun, acusó que se utilizaron criterios políticos para el 
nombramiento de magistrados, interponiendo queja ante la negativa del Congreso local para 
ratificarlo en el año 2006 como magistrado, pese a que existía un dictamen previo de los 
diputados que lo calificó como apto para mantenerse en el puesto. Denuncia que, según el 
demandante, fue una decisión política ya que no respaldó el proyecto político de Mario 
Marín ni las aspiraciones de López Zavala para suceder al gobernador30. 
 
El recambio de los integrantes del IEE, se dio en una coyuntura política donde se 
cuestionaba la permanencia en el gobierno de Mario Marín, debido al escándalo nacional 
producto del uso de las instituciones del Estado para corresponder apoyos electorales a 
través del affaire Kamel Nacif-Succar Kuri-Lidia Cacho31. Este escándalo fue utilizado 
electoralmente por el ex priísta Rafael Moreno Valle, quien luego de renunciar al PRI y ser 
postulado como candidato al Senado por el PAN, dijo no renunciar como diputado local 
independiente (era del PRI), ya que sería reemplazado por un priísta, lo cual podría 

	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  
27 Cf. El Sol de Puebla. Insiste líder del PAN en pedir la cabeza de Alejandro Necoechea (luego de que se develó que en 
1998 se declaró priísta). 29 de septiembre de 2004.  
28	
  El PRD denunció que el PRI y el PAN pretendían negociar la nominación de consejeros mediante una alianza de facto, 
pero luego el PAN anuncia un bloque conformado con el PRD y PT para impedir que el PRI impusiera a los consejeros. 
29	
  Cf.	
  El Sol de Puebla, Pretende PAN y PRI negociar la designación de Consejeros del IEE, 28 de octubre de 2006; Niega 
Jorge Sánchez ser soldado de Zavala, del 1 de noviembre de 2006; y Dice AN que evitará imposiciones en IEE , 26 de 
octubre de 2006.	
  
30	
  La SCJN le otorgó amparo en 2009 y ordenó al Congreso local una nueva resolución, en 2010 el Congreso negó por 
segunda vez su ratificación. Finalmente en 2011, la SCJN confirmó la sentencia en contra del ex magistrado emitida por el 
Juzgado Primero de Distrito que declaró infundado el recurso de queja. Cf. CAMACHO, Mónica. Pierde Germán López 
batalla jurídica contra el Congreso, La Jornada de Oriente, 23 de junio de 2011 en 
http://www.lajornadadeoriente.com.mx/2011/06/23/puebla/jus108.php, consulta del 8 de julio de 2013.	
  
31 Cf. PETRICH, Blanche. Al desnudo, la intriga en contra de Lydia Cacho. Transcriben segmentos de la conversación del 
Gobernador Mario Marín con Kamel Nacif, publicada en la Edición del periódico La Jornada del 14 de febrero de 2006, 
debido a que en Puebla no estuvo disponible, por compras masivas que se efectuaron por un grupo de desconocidos. La 
Jornada de Oriente del 15 de febrero de 2006. Disponible en línea en 
http://www.lajornadadeoriente.com.mx/2006/02/15/puebla/Al%20desnudo,%20la%20intriga%20contra%20Lydia%20Cac
ho.html. Consulta 30 de septiembre de 2013. 
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obstaculizar indagaciones en el caso Lydia Cacho32. A finales de 2006, se aprobaron 
reformas al Código de Instituciones y Procesos Electorales del Estado de Puebla (CIPEEP), a 
sólo cuatro días de que venciera el plazo para que los cambios fueran vigentes en la 
elección de 2007, a pesar de que los partidos de oposición habían demandado la reforma 
durante todo el año33. Los cambios exhibían la correlación de fuerzas, que precede a las 
elecciones de 2007, al definir: la regulación de las precampañas (su duración, topes de 
gastos, financiamiento y fiscalización de recursos), la definición de las coaliciones como la 
alianza o unión transitoria de dos o más partidos políticos, con fines electorales (aclarando 
que no participarían partidos con nuevo registro), donde cada partido coaligado recibirán 
financiamiento público pero se consideraría como uno solo para los topes de gastos de 
campaña y de acceso a los medios de comunicación. En fin, se replanteó la fórmula para la 
designación de diputados de representación proporcional. Y, lo más importante, se 
otorgaron nuevas atribuciones al Consejo General del IEE, para determinar el tope de gastos 
de precampañas, los lineamientos y formatos para la presentación de informes de gastos en 
éstas y la elegibilidad de los candidatos a Gobernador y de diputados y regidores de 
representación proporcional.  
 
En el año 2007, se vincula el descontento contra los integrantes del primer Consejo del IEE 
por la asignación de bonos que se auto aprobaron al final de su gestión34, con las 
inconformidades generadas en la coyuntura electoral. Se trata, de nueva cuenta, del ilegal 
manejo de apoyos electorales provenientes de programas de asistencia social, por la 
omisión de denuncias contra el PRI y por la violación de la veda electoral por parte de 
funcionarios estatales al promocionar la obra pública con fines electorales35. Así, en el año 
2008, éstas inconformidades se constituyeron como telón de fondo de ineficiencias, 
omisiones y dilaciones de los órganos electorales. Se trata de prácticas dilatorias del IEE y 
el TEEP. Primero, en el caso de la pequeña alcaldía de Felipe Ángeles, luego de irregulares y 
violentas elecciones ordinaria y extraordinaria y cinco meses sin entregar la alcaldía al 
candidato ganador del PAN. Luego fue la omisión para fiscalizar los recursos utilizados en 
las campañas electorales del año 2007, al ignorar la reforma del 2006 referente a las 
condiciones en que se harían aportaciones privadas a las campañas electorales. Esto por la 
sospecha de que Rubén Gil Campos, el llamado “narco-alcalde” de Izúcar de Matamoros, 
detenido por tráfico de drogas en Estados Unidos, hubiera aportado dinero a candidatos del 
PRI, incluso para la campaña a la gubernatura de Mario Marín, pues había fungido como su 

	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  
32 El Gobernador Marín alude que se trata de una maniobra electorera para perjudicar al PRI en la elección presidencial. 
Cf. “No habrá disculpa pública por el caso Cacho en La Jornada de Oriente, 27 de Marzo de 2006.	
  
33 Existieron señalamientos de que Mario Marín y el PRI aceptaron la reforma electoral a cambio de que en el Congreso 
se aprobará una línea de crédito por 3 mil mdp., ésta fue aprobada solo dos días después que la reforma. Cf. MELLADO 
May, Lesly. Ayer por la noche el Congreso local aprobó al vapor una reforma electoral parcial. La Jornada de Oriente, 
12 de diciembre de 2006, en http://www.lajornadadeoriente.com.mx/2006/12/12/puebla/pol104.php. 
34	
  Esta anomalía fue detectada por el Órgano de Fiscalización Superior del Estado en la auditoría correspondiente a la 
cuenta pública del 2006, lo que provocó la comparecencia del presidente del consejo en el congreso a quien exigían la 
devolución del dinero con la amenaza de destituir al Consejo en funciones por permitir esa ilegalidad. El Consejero 
Presidente, Jorge Sánchez Morales defendió al Consejo anterior argumentando que las compensaciones eran un derecho 
laboral. Finalmente el Consejo, haciendo uso de su autonomía, aprobó  exonerar a los doce funcionarios por la 
adjudicación del bono que fue superior al 1.7mdp, por lo que las amenazas de destitución únicamente quedaron en el 
ámbito mediático. 
35	
  Y, ya en el recuento de los resultados electorales, los organismos empresariales denunciaron manipulación del sistema 
de resultados dada la lentitud con que fluyó la información y así como ineficiencia en la promoción al voto.	
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promotor de voto entre los migrantes de la zona mixteca. Después, fue la opacidad en el 
manejo de presupuesto, cuestionada por la Consejera del IEE, Olga Lazcano, que se 
conjunta con observaciones del ORFISE, respecto al derroche y pérdida de recursos del IEE, 
debido a errores administrativos (el depósito entregado por el alquiler del inmueble en que 
se encuentran las instalaciones del IEE no iba a ser regresado, el monto alcanzó los 
327mp)36. En fin, estos hechos no tuvieron ninguna repercusión en el momento de la 
aprobación de las cuentas públicas correspondientes, dada la manipulación de la Comisión 
Inspectora a través de la suspensión de las sesiones en las que no tendría mayoría el PRI 
para aprobar la cuenta pública correspondiente.  

A principios de 2009, se genera una disputa, entre los partidos de oposición y el PRI, por la 
aplicación de la reforma de homologación del calendario electoral y por disputas 
interpartidarias durante el proceso de selección de los candidatos y contra las coaliciones. 
El primer caso es por la disputa motivada por la aprobación de la mayoría priísta en el 
Congreso para postergar la homologación (a través de la creación de un Artículo 
Transitorio) hasta el proceso electoral del 2013. Cuestión que implicó una controversia 
constitucional interpuesta por el PAN, PRD y Convergencia, ante la SCJN, quien determinó 
que el transitorio mencionado no respetaba los principios de la Carta Magna. La segunda 
disputa fue producto de denuncias omitidas por el IEE surgidas entre aspirantes del PRI 
(Javier López Zavala y Enrique Doger), debido al cuestionamiento del método de selección 
basado en encuestas37, en el caso del PAN, (Ana Teresa Aranda vs Rafael Moreno Valle) fue 
al cuestionar la militancia panista de Moreno Valle y su intervención en la asamblea de 
delgados que habrían de elegir al candidato a gobernador. El tercer caso, fue de opositores, 
tanto del PAN, como del PRD, a formar una coalición cuestionando, respectivamente, la 
decisión de proponer como candidato a un disidente del PRI y, por la otra, anular las 
diferencias ideológicas y programáticas al dar prioridad a ventajas electorales. En fin, el 3 
de agosto de 2009, se decretan reformas al Código electoral (CIPEEP) que recogen algunas 
de las demandas generadas desde el proceso electoral presidencial del 2006, referentes a 
restricciones en el manejo de la propaganda electoral38.  

En el contexto de los reclamos por las elecciones federales (intermedias) y ya como 
preludio de las elecciones locales39 del 2010, el auto destape de los aspirantes a la búsqueda 
de obtener candidaturas, no fue sancionado por el IEE a pesar de haberse violado el Código 

	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  
36	
  El primer aspecto se refiere a la compra de una camioneta para uso de la presidencia del IEE, sin que el gasto pasara por 
la aprobación de la Comisión de adquisiciones. Respecto al segundo aspecto, el Consejero Presidente del IEE rechazó las 
acusaciones y aseguró que las observaciones que le había hecho el ORFISE sólo se debían a la entrega de documentos 
probatorios del manejo de recursos, lo cual no se consideraba como desvío. 
37	
  Rafael Moreno Valle, fue de los priístas que se inconformaron, en el 2006, con el método de selección de candidatos a 
través de encuesta mediante la cual Melquíades Morales llegó a la candidatura senatorial, lo que ocasionó su defección. 
38	
  Se trata de la eliminación de la facultad de los partidos para contratar espacios en medios de comunicación durante las 
contiendas así como la intervención de organizaciones gremiales en la constitución de los mismos. También, se amplía a 
todo el periodo de campañas y hasta la conclusión de la jornada comicial la prohibición para difundir toda propaganda 
gubernamental, Además se prohíbe a personas físicas o morales la contratación de propaganda, dirigida a influir en las 
preferencias electorales de los ciudadanos, ni a favor, ni en contra de partidos políticos o de candidatos a cargos de 
elección popular.	
  
39 Cfr. “Pide AN a Marín y Alcalá saquen las manos de la elección” en El Sol de Puebla, 29 de junio de 2009. En éste 
proceso abundaron los señalamientos por el manejo partidista de los programas, tanto federales como estatales, a favor del 
PAN y PRI, así como las denuncias por intervención del gobernador y alcaldes del PRI en los procesos electorales. 
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electoral. Su Consejero Presidente argumentó que se necesitaba la presentación de una 
denuncia formal, para que el IEE procediera a detener los actos violatorios denunciados40. 

En el año 2010, la disputa por el control de los órganos electorales se presentó en el 
contexto de las elecciones locales. Por un lado, mediante el control ejercido desde el 
gobierno del estado mediante la aprobación del proyecto de presupuesto presentado por el 
IEE41. Por el otro, porque el PAN acusó al IEE de actuar supeditado al PRI en cuanto a la 
interpretación que hizo del Código electoral para autorizar su alianza con PRD, PANAL y 
Convergencia como coalición total e imponer la coalición no sólo para la candidatura a la 
gubernatura sino para todos los ayuntamientos y diputaciones. Cuestión que violaba las 
disposiciones del CIPEEP y que fue apelado ante el TEE. La oposición, representada por la 
Alianza Compromiso por Puebla, demandó que se destituyera al Presidente del IEE por 
solapar la inequidad en la contienda al aprobar por asignación directa a la empresa 
encargada del PREP y por la falta de transparencia en el uso de 30mdp. La manipulación del 
aparato gubernamental con fines electorales también fue denunciada por los concesionarios 
de transporte público, que se negaron a retirar propaganda de Moreno Valle de sus unidades 
a pesar de las amenazas del Secretario de Transporte estatal de retirarles sus permisos. Esta 
denuncia se hizo ante la FEPADE en contra del Gobierno del Estado por peculado. El papel 
del TEEP también fue cuestionado y acusado de parcialidad hacia el PRI. En principio, por el 
PAN, al anunciar su negativa a cambiar a sus candidatos para cumplir con la cuota de género 
y optar por el pago de la multa correspondiente, no sin antes declarar que resultaba 
“extraña” la tardanza para resolver la impugnación presentada por PRI-PVEM-PT. Luego, por 
que la parcialidad, como práctica de los órganos electorales, terminó dependiendo del 
gobernador en turno. Es decir, antes de las elecciones las denuncias por actos anticipados 
de campaña, contra Javier López Zavala y Mario Montero, fueron “oportunamente” 
desechadas dos años después. Después de las elecciones, las denuncias, por el mismo 
motivo, contra el gobernador en turno, Rafael Moreno Valle, también fueron desechadas.  

En el marco de los comicios, la demanda de destitución del Consejo y las denuncias por 
opacidad en el manejo de recursos e incompetencia pasan hasta los Consejos Municipales 
del IEE, donde los funcionarios son incapaces de evitar la quema de urnas, la retención de 
constancias de mayoría y la toma de Consejos y alcaldías (Vicente Guerrero, Amozoc, 
Naupan, respectivamente) 42.  

	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  
40	
  Los aspirantes a cargos de elección popular en la entidad iniciaron la promoción de su imagen mediante la 
organización de “informes de labores” , declaraciones en los medios en las que dejaban claras sus aspiraciones y a través 
de anuncios espectaculares. Esta nueva forma de promoción de imagen fue denunciada tanto por militantes del PAN como 
del PRI, como actos anticipados de campaña, pero, nuevamente, el IEE se vio rebasado para aplicar sanciones pues quienes 
aparecían en los anuncios aducían que no habían sido ellos quienes contrataban los anuncios, sino las revistas de corte 
político que los presentaban en sus portadas 
41	
  Para el cierre de 2009, al inicio formal de sesiones rumbo al proceso electoral se desarrolla una disputa entre el 
Consejero Presidente del IEE y el Secretario de Finanzas debido a que el segundo exige al Consejero que justifique la 
ampliación solicitada al presupuesto por 16mdp. La disputa incluye en general al Consejo del IEE que argumenta que no se 
puede garantizar una elección pulcra si hay limitaciones de carácter financiero y político.	
  
42	
  El proceso extraordinario inició en medio de acusaciones hacia el IEE por opacidad en el uso de pues el IEE no pudo 
justificar 6.5mdp referentes a excesos en rubros como gasolina, rentas, contratación de personal y errores en el monitoreo 
de medios. Además, se acuerda llevar a elecciones extraordinarias a los municipios de San Jerónimo Tecuanipan y Tlaola 
en donde se denunció imposición de consejeros municipales que benefician al PAN. Destaca el caso de San Jerónimo 
Tecuanipan porque se acusa al legislador del PANAL de coaccionar el voto (regalando electrodomésticos) y de influir en 
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Así, una vez instalado como gobernador, Rafael Moreno Valle, envía al Congreso del 
Estado un paquete de reformas en las que destacan una redistritación electoral que significó 
el aumento en el número de Distritos electorales para el municipio de Puebla, que pasó de 6 
a 8, para el municipio de Tehuacán en dos distritos (Norte y Sur), así como una nueva 
distribución de los municipios para conformar los restantes 22. De manera recurrente, las 
redistritaciones que se han llevado a cabo en la entidad coinciden más con la necesidad de 
reorganizar a los bastiones del partido en el poder que con la de equilibrar el número de 
ciudadanos representados por cada diputado43.  

En el paquete de reformas, la homologación del calendario de los procesos electorales 
locales con el nivel federal, fue rechazada por el IEE, al calificar de inviable la ampliación 
de los periodos de gobierno para ediles y legisladores por exceder los plazos establecidos 
por la Constitución. Sin embargo, fue aprobada por unanimidad en el Congreso del Estado, 
plausiblemente, por acuerdos políticos44.  

Las reformas al Código electoral (CIPEEP) reiteran y magnifican la tendencia al 
mantenimiento del control del IEE. Así, se agregaron facultades al Consejero Presidente, 
como la de designar al Titular de la Contraloría Interna y al de la Unidad de Fiscalización. 
Se concentró la responsabilidad administrativa y técnica del Instituto en una sola figura, el 
Secretario Ejecutivo, cuyo titular, es designado por el Presidente del Consejo45. Se creó un 
sistema en materia de procedimientos de quejas y denuncias establecido en tres 
procedimientos: el de fiscalización (por irregularidades en el origen y gasto de los recursos 
de partidos o candidatos46), el especial sancionador (por irregularidades en materia de 
propaganda) y el ordinario (amplía el catálogo de sanciones por irregularidades: 
amonestación pública, reducción al financiamiento o suspensión o hasta pérdida del 
registro). En fin, se amplió el periodo de los consejeros de 6 a 7 años en el cargo, se 
aumentó el financiamiento a partidos, en 152%, se estableció la obligación de los 
candidatos de realizar dos debates durante la campaña electoral y se redujeron las campañas 

	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  
43	
  Las redistritaciones llevadas a cabo en la entidad, dos en el nivel federal, en 2000 y 2005, tres en el estatal, 1995, 2000  
y 2011, no han tenido justificación técnica. Por ejemplo, la redistritación de 1995 incrementó el numero de distritos de 22 
a 26 sin que mediara estudio técnico alguno pues, “el distrito ideal,  debería estar cercano a los 97,512 pero, para el 
proceso electoral de 1998, había distritos tan desiguales como el 13 de Tepeji (43,756 ciudadanos) y el 2 de Puebla (con 
152,951 ciudadanos). Los datos corresponden a la memoria electoral del año 1998, p.119 citados en Arroyo y Ruiz, op. 
cit. Luego, en el año 2000, previo a la aprobación del CIPEEP se hizo un ordenamiento distrital que no modificó los 
desequilibrios analizados desde 1998. En el año 2011 la redistritación, tuvo como argumento evitar la subrepresentación y 
la sobrerrepresentación y nuevamente fue señalada como maniobra electoral en beneficio de la coalición de partidos que 
llevó a Moreno Valle al poder. Ver, El Sol de Puebla, 5 de agosto de 2012. 
44	
  Entre Rafael Moreno Valle y el entonces dirigente nacional del PRI, Humberto Moreira, había un contexto político  al 
que urgía minimizar los costos políticos contra funcionarios marinistas involucrados en actos de corrupción e impunidad a 
cambio de la aprobación de las reformas electorales. 
45 Los medios electrónicos ironizan respecto al nuevo secretario ejecutivo, Miguel David Jiménez López, “quien no toma 
una sola decisión si antes no la consulta con el gobierno del estado, al que -como todo mundo sabe- le debe su 
nombramiento”. Ver “IEE estábamos mejor cuando estábamos peor” Columna Garganta Profunda en Puebla Online. 
http://www.pueblaonline.com.mx/garganta_prof/?p=4384   
46 Acusa el Partido del Trabajo a Gali y a Agüera de rebasar topes de campañas” en La Jornada de Oriente, 24 de mayo 
de 2013. 
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electorales a 60 días y las precampañas a 40 días. Igualmente, se ampliaron los periodos de 
gobierno para homologar el calendario electoral local y federal47.  

Ya con las reformas aprobadas, se contradice y simula aplicar lo aprobado antes, durante y 
después del proceso electoral del año 2013.  

En principio, la selección de los Consejeros electorales, para el período, 2012-2019, se 
lleva a cabo en el mes de octubre del 2012, con opacidad y rapidez. Los diputados 
integrantes de la comisión especial habían recibido “línea” para elegir a los Consejeros e 
incluso fueron publicadas fotos que daban testimonio de que la selección se hizo siguiendo 
instrucciones mediante una tarjeta (un acordeón). Así, se designa, para el período 2012-
2019, como Consejero Presidente a un abogado sin experiencia electoral, Armando 
Guerrero Ramírez, y como Secretario Ejecutivo, a un ex consejero del IEE, Miguel David 
Jiménez López vinculado a los nuevos gobernantes48.  

En seguida, también en octubre 2012, la designación de los magistrados del TEEP presentó 
las mismas prácticas de simulación y opacidad ya que entre los aspirantes hubo, desde 
operadores electorales del PRI y del PANAL, hasta personal con experiencia proveniente del 
Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación. Así, de los tres magistrados 
designados por unanimidad en el Congreso del Estado, dos de ellos, tienen entre sus 
características la falta de experiencia en el ámbito electoral pero, entre sus cualidades, se 
encuentra su cercanía con el Gobernador, mientras, al tercer designado, se le vinculó como 
cuota del PRI.  

Luego, con registros impugnados, contendieron dos partidos estatales vinculados a 
funcionarios públicos. Se trata del Partido Compromiso por Puebla (PCP 2012), ligado a 
Fernando Manzanilla (operador de Rafael Moreno Valle) y Pacto Social de Integración 
(PSI, 2013) –antes PEC- ligado a Javier López Zavala. Ambos partidos mantuvieron su 
registro, ganaron alcaldías y obtuvieron tres y dos curules plurinominales, respectivamente, 
por coalición, candidaturas comunes y además cooptaron expriístas. Al Partido 
Compromiso por Puebla le impugnó el registro el PAN porque lo acusó de piratear el 
logotipo, colores y nombre de la coalición de partidos que llevó a Rafael Moreno a la 
gubernatura del estado en 2011. Al PSI le fue negado el registro por el IEE bajo control del 
gobernador Moreno Valle por incumplimiento en la entrega de documentación de 
organización del partido. La negativa fue impugnada ante el TEPJF  que ordenó al IEE que 
registrara al partido49.  

	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  
47	
  Es por ello que como resultado de la reforma en el proceso de 2013 se elegirá a Diputados y alcaldes que durarán en el 
cargo por 4 años y 8 meses, y en 2016 se elegirá Gobernador que durará en el cargo sólo 22 meses	
  
48 Al respecto, el Consejero Local del IFE, Sergio Cházaro Flores, calificó el proceso como una simulación y de ser 
ficticio. También, uno de los aspirantes rechazados, José Ignacio Sarabia Aguilar, argumentó falta de claridad en los 
criterios de selección. Ver Periódico, El Sol de Puebla, del 8 de octubre y 6 de noviembre de 2012. A la fecha, sigue sin 
transparentarse el proceso final de selección de Consejeros. Cfr. “Apoyados en “acordeón” diputados eligen a nuevos consejeros 
del IEE”, en La Jornada de Oriente, 23 de octubre de 2012: http://www.lajornadadeoriente.com.mx/noticia/puebla/apoyados-en-un-
acordeon-diputados-eligen-a-nuevos-consejeros-del-iee_id_15387.html . Consultado el 8 de julio de 2013.  
49	
  Señala el periodista Rodolfo Ruiz en su columna, La corte de los milagros, que este partido fue uno de los más 
beneficiados con la coalición y remite al convenio de coalición en la distribución de votos: 50% PAN, 24% PRD, 20% 
PANAL, 6% Compromiso por Puebla. (http://archivo.e-consulta.com/blogs/corte/?m=201307&paged=5). El Partido 
Esperanza Ciudadana (PEC, 2006), ligado a Javier López Zavala, ganó una alcaldía en 2007 y luego perdió su registro que 
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En fin, violando la recién aprobada reforma al Código electoral, se realizan actos 
anticipados de campaña, se violan los topes de gastos electorales y se liga la obra pública a 
la imagen del candidato del gobernador a la alcaldía de Puebla mediante la mercadotecnia 
electoral50. La desafortunada declaración a los medios por parte del Consejero Presidente 
del IEE, respecto a una presunta transmisión de votos a través de la declinación de 
candidatos causa la denuncia de la coalición 5 de Mayo (PRI-PVEM) a través de la queja 
TEEP-A-223/2013. Misma que fue exonerada por el TEEP, aunque la magistrada Claudia 
Barbosa Rodríguez haya señalado que esas declaraciones pudieron poner en riesgo los 
principios de legalidad y certeza. 

Aun con de la intervención del TEPJF, los órganos electorales locales reiteran su fallo 
argumentando que no hay causas graves que reviertan el resultado electoral del año 2013, 
no obstante las violaciones al Código electoral51. 

Así, el IEE y el TEE exoneran al gobernador de la alternancia y a los candidatos 
involucrados, en las coaliciones encabezadas por el PRI y el PAN, tanto por la acusación de 
actos anticipados de campaña, como por rebasar los topes a los gastos de campaña y demás 
ilícitos. Lo cual hace relevante el período de la alternancia, al prevalecer y magnificar las 
prácticas político culturales heredadas del PRI que a continuación abordamos.  

3. Las prácticas político culturales en los procesos electorales poblanos, se realizan en el 
contexto de un sistema político autoritario donde la acción de la participación ciudadana 
está delimitada por dos culturas políticas dominantes, el conservadurismo urbano y el 
caciquismo rural, en un territorio extremadamente polarizado, de enormes desigualdades 
regionales y urbanas. Puebla es una entidad federativa, de alrededor de 6 millones de 
habitantes que forma parte de las seis entidades con mayor número de electores52, con 
índices muy por encima de la media nacional en cuanto a migración, marginación53, 
pobreza54, corrupción55, delitos electorales56 y opacidad en el acceso a la información 

	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  
después retomaría como PSI. http://www.observadortlaxcalteca.com/portal/columnas/juicio/mismo-jefe-en-2-partidos-pec-
y-psi-en-dos-tiempos  
50 “Una clara violación a la ley son los espectaculares de Rafael Moreno Valle-Tony Gali Fayad acusa el PMC” en La 
Jornada de Oriente, 25 de enero de 2013. 
51 “Exonera el TEPJF a Moreno Valle y a Tony Gali Fayad de acusaciones de promoción adelantada” La Jornada de 
Oriente, 16 de agosto de 2013. 
52 Según datos del IFE el listado nominal se concentra en el Estado de México, 13.2%, Distrito Federal, 9%, Jalisco 6.7%, 
Veracruz 6.6%, Guanajuato y Puebla con 4.9%. Cf. Instituto Federal Electoral (IFE) en:  http://www.ife.org.mx/  
53 Según las estadísticas de CONAPO, Puebla ocupaba en analfabetismo el quinto lugar en el año 1980, para los años 1990, 
1995, 2000 y 2005 el sexto lugar nacional, y en el año 2010 ocupa el quinto lugar. Según la misma fuente, el índice de 
marginación para Puebla esta considerado como muy alto y se ubicaba en sexto lugar nacional para el año 1990; con un 
índice Alto y en el séptimo lugar para los años 1995, 2000, 2005 y para el año 2010 en el quinto lugar. Cf. Consejo 
Nacional de Población, Índices de marginación en http://www.conapo.gob.mx/es/CONAPO/Indices_de_Marginacion.  
54 De acuerdo a datos del CONEVAL, para el año 2010, el 61.2% de la población en Puebla es pobre. Consejo Nacional de 
Evaluación de la Política de Desarrollo Social. Informe de Pobreza en México 2010, en http://www.coneval.gob.mx. 
55 Según las encuestas aplicadas por la ONG Transparencia Mexicana Puebla tuvo el 4º lugar en corrupción en el año 2001, 
el 1º lugar en 2003, el 7º en 2005; el 4º en 2007 y el 15º en 2010. Cf. Transparencia Mexicana, Índice Nacional de 
Corrupción y Buen Gobierno, en http://www.tm.org.mx/ 
56 Puebla ocupa el tercer lugar a nivel nacional en cuanto a delitos electorales para el periodo de enero a agosto de 2013. 
Cf. Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública en www.secretariadoejecutivosnsp.gob.mx. 
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pública57. En consecuencia, tanto en el medio urbano como en el rural, predomina un 
rezago en los liderazgos políticos que, en el período analizado (1988-2013), muestra 
cambios formales en el campo de la pugna política por el poder, pero no en cuanto a los 
dominantes significados culturales conservadores y antidemocráticos. A lo cual se ligan tres 
cuestiones. En principio, el sistemático relegamiento de la participación ciudadana 
ocasionado por la cultura electoral del “carro completo” y por la cultura de la simulación 
que generó un débil sistema de partidos. Partidos creados más por la necesidad de 
institucionalizar la participación política y cumplir estándares para acuerdos comerciales 
internacionales que por el avance del desarrollo democrático. En seguida, por la cultura 
electoral del corporativismo gremial, el clientelismo por dádivas, obras y servicios públicos 
y, sobre todo, por el autoritario uso y control de las instituciones del Estado que restringe el 
campo de la pugna política a unos cuantos actores preponderantes al anular la participación 
ciudadana. En fin, la alternancia fue posible por la impunidad y el autoritarismo que 
permitió al último gobernador del PRI haber logrado la pírrica victoria de imponer a su 
candidato en una coyuntura de enorme descontento en su contra y no por un avance 
democrático.  
 
La enorme debilidad institucional permitió que se diera paso a la alternancia, sin proceso 
democrático, en corto tiempo y reproduciendo las mismas prácticas político culturales. Así, 
la alternancia en el gobierno de Puebla se alcanzó mediante la cultura de la defección y la 
ruptura que permitió a un expriísta alcanzar la candidatura y el cargo utilizando sus puestos 
anteriores (en la ocurrencia, el de Secretario de Finanzas y Diputado por el PRI y Senador 
por el PAN), para impulsar su intención de disputar lo que no logró en el PRI. Para ello, las 
coaliciones partidarias resultaron vehículo eficaz, toda vez que la cultura de la simulación 
dio preeminencia a un débil y manipulable sistema de partidos que funcionan como 
franquicias políticas. Entonces, la coalición Compromiso por Puebla (PAN, PRD, PANAL y 
CONVERGENCIA) fue usada como significado, con el afán político de construir un imaginario 
de unidad y compromiso, toda vez que, electoralmente, los partidos encabezados por el PAN 
representan muy poco. Exceptuando al PAN y al PRI, el resto de los partidos opositores han 
llegado al Congreso sólo mediante diputados de representación proporcional. En las 
alcaldías, descontando al PAN, el resto de los partidos de oposición sólo ganaron el 9.2% del 
total disputado en el período de 24 años que va de 1989 a 2013. En ese mismo período, en 7 
de los 9 comicios tenidos para elegir diputados, el PRI obtuvo, hasta el año 2007, mayoría 
absoluta y/o “carro completo”. En los dos últimos comicios, Rafael Moreno Valle ganó la 
gubernatura, en 2010, y ya como gobernador en turno su coalición, Puebla Unida, en 2013, 
gana 23 de los 26 distritos electorales y logra imponer a su candidato a la alcaldía de Puebla 
(ver Gráfica 2). Entonces, resulta pertinente cuestionar, ¿cómo fue posible operar ese 
cambio y cuáles son las similitudes del afán de los actores políticos en los diferentes 
momentos de los procesos político electorales? Veamos. 
 
El montaje del entramado es similar en cada período de continuidad, ruptura o alternancia 
en el recambio de gobernador. El cual se opera: a) a través del cambio a la ley electoral, 
cada vez más constante, de una elección a otra, y cada vez menos eficaz, al punto que los 

	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  
57 Puebla ocupa el antepenúltimo lugar en materia de derechos de acceso a la información según estudio realizado por la 
Asociación Civil Libertad de Información México en el año 2007. Cf. Gómez Gallardo, Perla. El Derecho a saber en las 
entidades federativas en Derecho a saber: Balances y perspectivas cívicas, pp. 325-329, en www.fundar.org.mx. 
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órganos electorales son constantemente corrompidos, rebasados y repetidamente expuestos 
al desgaste ante la constante violación de su cumplimiento; b) a través del sucesivo control 
de las instituciones que comienza al asegurar la mayoría en el Congreso que, a su vez, 
designa a los integrantes de los órganos electorales por cuotas partidarias; c) mismos que, a 
su vez, pueden ser coaccionados, tanto por las instituciones que asignan y fiscalizan su 
presupuesto, bajo control del gobernador, como por los partidos políticos y; d) a través de 
la influencia que representan los cacicazgos regionales y el conservadurismo urbano, a 
través de los grupos de presión y los poderes fácticos, para negociar al respecto de los 
liderazgos y las franquicias político partidarias que más convienen a sus intereses en el 
marco de los procesos electorales.  
 
Dicho entramado opera, en cada etapa del proceso electoral, de acuerdo a la correlación de 
fuerzas entre los representantes de los grupos hegemónicos del siguiente modo: 
 
En la etapa del proceso preelectoral, durante todo el período analizado, la designación del 
los candidatos y las campañas electorales tensan las relaciones entre los actores políticos y 
los órganos electorales a partir de tres prácticas recurrentes. Primera, por el destape de 
candidatos (impuesto por el gran elector mediante el dedazo) o por el actual auto-destape de 
los aspirantes a candidatos. Ha sido usual que la revisión a la cuenta pública por el ORFISE 
haya servido para frenar o condicionar destapes y auto-destapes de los aspirantes en los 
períodos de ruptura y alternancia. Segunda, por los actos anticipados de precampaña y de 
campaña electoral donde diversos actores políticos (subsecretarios de gobierno, lideres de 
partidos políticos, senadores, diputados y alcaldes) adelantan y traslapan ilegalmente las 
etapas del proceso electoral mediante el uso y los recursos obtenidos de la función pública 
con fines promocionales, a través de montajes mediáticos, espectáculos, mítines y 
discursos. Tercera, por la recurrente práctica de tránsfugas58 de un partido a otro, de un 
cargo a otro o de un patrón a otro y, reiteradamente, por la oposición a los métodos de 
selección para la designación de los candidatos por parte de los partidos políticos, mediante 
las encuestas, las asambleas o consejos de representantes, las relaciones de parentesco o los 
compadrazgos, no regulados en el Código electoral pero con repercusiones en los órganos 
electorales. 
 
En la etapa del sufragio electoral, durante todo el período analizado, están en disputa las 
prácticas respecto de la capacidad de organización y control del proceso electoral en cuanto 
a la instalación y apertura de casillas, recepción del voto, escrutinio y manejo de los 
resultados preliminares. Cuestión que nos remite a prácticas entre los actores formal e 
informalmente involucrados, regulados y no regulados por el Código electoral, en por lo 
menos tres aspectos. El primero, consiste en la capacidad de organización territorial del 
órgano electoral respecto a la desarrollada por los partidos y candidatos concurrentes, a 
partir del momento en que el órgano electoral deja en manos de funcionarios electorales 
ciudadanos (seleccionados mediante un proceso previo de insaculación y capacitación) un 

	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  
58	
  Del total de Consejeros Electorales: 6 han sido consejeros en el IEE en dos ocasiones, 7 han repetido cargo de 
consejeros en el IFE local, 3 han repetido en el cargo de magistrados del TEEP, 5 han sido funcionarios del IEE y del IFE y 2 
han sido funcionarios del IFE y del TEEP. De las 282 curules disputadas en el período 1996-2013, hay 40 casos de 
repetición en el cargo. Fuente: Portal electrónico del Congreso del Estado de Puebla: www.congresopuebla.gob.mx y 
www.wikipedia.org 
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encargo, por lo regular, sujeto al amedrentamiento, la cooptación o la corrupción. El 
segundo, refiere al doble montaje territorial del control de esta etapa del proceso electoral, 
donde se conjuntan infinidad de prácticas tendientes a minar la frágil estructura de la 
administración de ésta etapa del procesos electoral con la intención de manipularlo, 
obstaculizarlo o boicotearlo59. El tercero, se centra en el afán de los actores concurrentes 
para erigir una percepción de triunfo mediante las encuestas de salida, las declaraciones en 
las redes sociales en internet y las declaraciones anticipadas de triunfo de los candidatos. 
Prácticas todas que, por su naturaleza, dependen del monto de los recursos económicos 
invertidos por los partidos, sus candidatos y patrocinadores, usualmente por encima de lo 
permitido en el Código electoral. 
 
En la etapa del proceso de la calificación electoral, los cambios al respecto de las 
instituciones que intervenían (en el primer período pasan del Congreso y los 
Ayuntamientos a los Consejos Distritales y a los Consejos Municipales Electorales) y con 
el propósito de evitar la autocalificación y de generar certeza e imparcialidad, se trasladan a  
los órganos locales electorales. Sin embargo, la función de dichos órganos, al estar 
sometida a la correlación de fuerzas entre los concurrentes, desde la selección de sus 
consejeros hasta sus declaraciones de incompetencia, terminan por transferir sus 
atribuciones a la instancia local federal (el TEPJF). Con ello se da paso a dos tipos de 
prácticas recurrentes. Por un lado, la calificación electoral, al ser el momento culminante 
del proceso electoral, somete a los órganos electorales a presiones, manipulaciones y 
componendas utilizando la movilización de los partidos políticos concurrentes, sus 
candidatos y sus simpatizantes como medida prioritaria. Esta práctica muestra el afán de los 
actores desde el comienzo de la realización del cómputo y la validación de la elección, 
hasta la resolución de impugnaciones, usualmente contra el desaseo electoral y la demanda 
de la anulación de elecciones. Por otro lado, el cúmulo de demandas que se transfieren a la 
instancia federal (el TEPJF) para ser resueltas, son devueltas a los órganos locales electorales 
para la ejecución del fallo que, por lo regular resulta irrelevante. Se genera así la eterna 
percepción de fraude, la nula credibilidad en la efectividad de los recursos legales y se 
refuerza la percepción de que la movilización es el único recurso ante la ineficacia del 
papel de los árbitros electorales en cuanto a equidad, certeza y posibilidad de dirimir 
desacuerdos60.   
 
A manera de conclusión 
El federalismo electoral, de acuerdo a lo expuesto, permite afirmar que, las deficiencias y 
enormes desigualdades nacionales del funcionamiento de los órganos locales electorales 
	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  
59	
  Entre otras prácticas encontramos: representantes de partido como funcionarios electorales de casilla, cambio de 
ubicación, apertura o cierre de casillas fuera de horario y sin aviso, insuficiencia de material electoral, negativa a la 
presencia de observadores electorales, relleno, robo o quema de urnas, destrucción de boletas, listado nominal rasurado, 
compra de votos, acarreo de votantes, votantes ajenos a la sección electoral, voto corporativo, carrusel, obstrucción de 
voto de quien se presume opositor, uso de prebendas para obtener credenciales de votantes, coacción del voto mediante 
retención de trámites para obtener recursos, servicios públicos o programas sociales. 
60	
  Entre los señalamientos recabados para el período, 1988-2013, en los medios de mayor circulación contra los órganos 
electorales (518 noticias) figuran mayoritariamente: la parcialidad o inconformidad en sus resoluciones (39.8%), la 
ineficiencia en el ejercicio de los consejeros (16.8%), la irregularidad en el manejo de sus recursos (16%), los vínculos de 
consejeros electorales con los partidos políticos (12.2%), la transferencia de sus resoluciones al TEPJF, la inconformidad en 
la designación de consejeros y magistrados (9.7%) y otros (5.6%, referidos al padrón electoral y al PREP).  
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que administran y validan los procesos electorales han dependido de las prácticas político 
culturales de su actores preponderantes. El origen de éste funcionamiento reside en el 
estado actual que guarda el pacto federal luego del debilitamiento del presidencialismo y de 
los efectos de la alternancia en la conducción del país. La simulación de cambios formales 
en la  denominación de los órganos electorales muestran que, en el fondo, en el centro de la 
cuestión está la inexistencia de su ciudadanización y no sólo en la ausencia de un marco 
legal constitucional que pudiera homologar su funcionamiento. Hasta ahora, cambiaron las 
formas pero no el fondo de la cultura autoritaria y discrecional que impone y controla el 
funcionamiento de los órganos electorales de acuerdo a la reproducción de un sistema 
político caracterizado por la ausencia de la participación ciudadana y la construcción de la 
ciudadanía.  
 
El cúmulo de disparidades de los órganos electorales, tales como la falta de 
correspondencia entre el monto de su presupuesto respecto al tamaño de su lista nominal, 
las disparidades en el costo de los comicios locales o el margen de ambigüedad legal en que 
se ha desarrollado el federalismo electoral permite afirmar que forman parte de las cuotas 
de poder. Por tanto, estos disímbolos órganos electorales no sólo han jugado un papel 
secundario sino hasta antagónico para el desarrollo democrático.  
 
La experiencia poblana muestra que, en el marco del período que precede y da paso a la 
transición, los constantes cambios al Código electoral, a la redistritación electoral y el 
mismo control de los órganos electorales locales están en función de la correlación de 
fuerzas políticas mediante prácticas político culturales heredadas del PRI que se magnifican 
y recrudecen por el gobernador en turno.  
 
La recurrente práctica de la defección y la ruptura surgida de las disputas intrapartidarias 
para alcanzar las candidaturas, son el signo de la transición y el origen de la pretensión para 
tratar de asegurar la imposición del candidato del gobernador en turno para sucederlo. De 
modo que el problema de la enorme debilidad institucional de los órganos electorales es 
ocasionado por este modo de funcionamiento alienado a la cultura del conservadurismo 
urbano y el caciquismo regional a la cual coadyuva un débil y manipulable sistema de 
partidos, al cual dio preeminencia la cultura de la simulación de la participación 
democrática. 
 
En fin, en todas las etapas del proceso electoral opera el montaje del entramado en que la 
interinfluencia entre la política y la cultura deviene en práctica político cultural, lo cual nos 
conduce a cuestionar: ¿una autoridad electoral nacional única, cuyo objetivo es reducir 
costos, evitar subordinaciones e ineficacias, modificará la cultura política que define las 
prácticas de los actores sociales y políticos? 
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Gráfica 1 

 

 

 
 

 

 

 
 

FUENTE:  Elaboración propia a partir de información obtenida de los Órganos Electorales Estatales. 
* Los tonos más oscuros indican proceso electoral en 2013. 
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Gráfica 2 
 
 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
FUENTE: Instituto Electoral del Estado de Puebla y Comisión Estatal Electoral
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Cuadro 1 
Presupuesto asignado a Órganos Electorales Estatales, listado nominal y presupuesto por 

elector, 2013 
Entidad federativa Presupuesto a Órganos  

Electorales ($) Lista nominal Presupuesto por elector ($) 

Aguascalientes 129,881,985 830,449  156.40  
Baja California 276,373,358 2,351,188  117.55  
Baja California Sur 39,983,397 445,962  89.66  
Campeche 89,485,034 580,003  154.28  
Chiapas 112,997,635 3,137,447  36.02  
Chihuahua 370,000,000 2,527,546  146.39  
Coahuila 259,908,000 1,940,788  133.92  
Colima 39,368,977 488,526  80.59  
Distrito Federal 931,601,048 7,343,440  126.86  
Durango 214,094,777 1,168,919  183.16  
Estado de México 667,000,000 10,703,482  62.32  
Guanajuato 145,941,634 4,007,134  36.42  
Guerrero 198,160,000 2,421,748  81.83  
Hidalgo 248,520,272 1,885,864  131.78  
Jalisco 325,546,900 5,430,278  59.95  
Michoacán 94,876,056 3,271,061  29.00  
Morelos 95,996,000 1,257,063  76.37  
Nayarit 23,733,585 778,316  30.49  
Nuevo León 139,222,280 3,438,830  40.49  
Oaxaca 332,617,598 2,636,421  126.16  
Puebla 255,739,210 4,004,126  63.87  
Querétaro 55,602,547 1,334,237  41.67  
Quintana Roo 109,041,343 945,761  115.29  
San Luis Potosí 77,212,391 1,819,796  42.43  
Sinaloa 352,498,806 1,936,318  182.05  
Sonora 233,388,104 1,932,167  120.79  
Tabasco 100,000,000 1,562,873  63.98  
Tamaulipas 239,472,666 2,460,014  97.35  
Tlaxcala 100,641,767 824,960  122.00  
Veracruz 658,300,000 5,391,105  122.11  
Yucatán 106,000,000 1,385,692  76.50  
Zacatecas 292,401,741 1,092,170  267.73  
Total 7,315,607,111 81,333,684  89.95  

Los datos sombreados indican proceso electoral local en 2013. 
FUENTE: Elaboración propia a partir de información obtenida de los Órganos Electorales Estatales 
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Cuadro 2 
 

Presupuesto para gastos de operación de los órganos electorales estatales y gasto del IFE por 
Estado. 

Millones de pesos (deflactados con el INPC base 1978=100)* 
Entidad Federativa Órganos Estatales, 2013 Gasto IFE, 2011 

Nayarit  4.5   27.3  
Colima  10.0   21.8  
Morelos  12.0   35.4  
Baja California Sur  13.3   22.6  
Tabasco  16.2   40.5  
Chiapas  17.8   69.8  
Querétaro  18.7   32.4  
San Luis Potosí  18.7   42.8  
Michoacán  22.1   69.1  
Campeche  23.8   22.5  
Quintana Roo  25.5   27.6  
Yucatán  31.8   39.2  
Tlaxcala  32.0   24.5  
Aguascalientes  34.4   25.1  
Guanajuato  44.5   79.4  
Nuevo León  45.0   71.0  
Jalisco  55.3   103.3  
Durango  57.0   32.2  
Guerrero  61.4   59.9  
Puebla  72.1   85.5  
Sinaloa  76.6   52.1  
Zacatecas  77.1   30.2  
Hidalgo  80.4   45.8  
Sonora  82.5   42.8  
Tamaulipas  87.2   50.2  
Coahuila  94.2   47.1  
Chihuahua  104.3   59.6  
Baja California  109.6   54.8  
Oaxaca  113.9   64.0  
Estado de México  182.6   195.6  
Veracruz  249.6   110.2  
Distrito Federal  258.1   1,591.8  
Total  2,132.1   3,378.6  

Los datos sombreados indican proceso electoral local en 2013. 
*Para el año 2013, valores deflactados al mes de junio. 
FUENTE: Elaboración propia a partir de datos del Instituto Federal Electoral y de Órganos Electorales Estatales. 
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SIGLAS Y ACRÓNIMOS 
 
CIPEEP: Código de Instituciones y Procesos Electorales del Estado de Puebla 
COFIPE: Código Federal De Instituciones y Procedimientos Electorales  
CONAGO: Conferencia Nacional de Gobernadores 
FEPADE: Fiscalía Especializada para la Atención de Delitos Electorales 
IEE: Instituto Electoral del Estado de Puebla 
IFE: Instituto Federal Electoral 
LOPPEP: Ley de Organizaciones Políticas y Procesos Electorales del Estado de Puebla 
ORFISE: Órgano de Fiscalización Superior del Estado de Puebla 
PAN: Partido Acción Nacional 
PANAL: Partido Nueva Alianza 
PCPP: Partido Compromiso por Puebla 
PEC: Partido Esperanza Ciudadana 
PRD: Partido de la Revolución Democrática 
PRI: Partido Revolucionario Institucional 
PSI: Pacto Social de Integración 
PT: Partido del Trabajo 
PVEM: Partido Verde Ecologista de México 
SCJN: Suprema Corte de Justicia de la Nación  
SEDESOL: Secretaría de Desarrollo Social 
TEEP: Tribunal Electoral del Estado de Puebla 
TEPJF: Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación 
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INSTITUTO ELECTORAL DEL ESTADO DE PUEBLA (IEE). Memoria del Proceso Electoral Ordinario del Estado de 

Puebla 2001 y del Proceso Electoral Extraordinario en el municipio de Molcaxac. 
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---------- Memoria del Proceso Electoral Ordinario Puebla 2004 y del Proceso Electoral Extraordinario de 
Santa Inés Ahuatempan 2005. 

---------- Memoria del Proceso Electoral Estatal Ordinario 2007 y del Proceso Electoral Extraordinario del 
Municipio de Gral. Felipe Ángeles 2008. 

VALDIVIEZO, René. “Geografía Electoral de Puebla, 1990-1998” en Gómez Tagle y Valdés (coords.) La 
geografía del poder y las elecciones en México, Plaza y Valdés, México, 2000, pp. 223-236. 
 
Leyes electorales del estado de Puebla 
LEY DE ORGANIZACIONES POLÍTICAS Y PROCESOS ELECTORALES DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE PUEBLA. 

Periódico official del Estado de Puebla, 6 de enero de 1978, Tomo CCXX, No. 2 
CÓDIGO ELECTORAL DEL ESTADO DE PUEBLA. Periódico official del Estado de Puebla, 24 de febrero de 1995, 

Tomo CCLII, No. 16, Sección 2. 
CÓDIGO DE INSTITUCIONES Y PROCESOS ELECTORALES DEL ESTADO DE PUEBLA. Periódico official del Estado 

de Puebla, 2 de octubre del 2000, Tomo CCCVI, No. 1, Sección 2. 
 
REFERENCIAS DE PORTALES ELECTRÓNICOS CONSULTADOS PARA LA 
CONSTRUCCIÓN DE BASES DE DATOS. 
Organismos electorales 
INSTITUTO FEDERAL ELECTORAL (IFE).  www.ife.org.mx 
INSTITUTO ESTATAL ELECTORAL AGUASCALIENTES. http://www.ieeags.org.mx/ 
INSTUTO ELECTORAL DE PARTICIPACION CIUDADANA BAJA CALIFORNIA. http://www.iepcbc.org.mx/ 
INSTITUTO ESTATAL ELECTORAL DE BAJA CALIFORNIA SUR http://ieebcs.org.mx/  
INSTITUTO ELECTORAL DEL ESTADO DE CAMPECHE http://www.ieec.org.mx/ 
INSTITUTO DE ELECCIONES Y PARTICIPACIÓN CIUDADANA http://www.iepc-chiapas.org.mx/ 
INSTITUTO ESTATAL ELECTORAL CHIHUAHUA http://www.ieechihuahua.org.mx/  
INSTITUTO ELECTORAL Y DE PARTICIPACIÓN CIUDADANA DE COAHUILA http://www.iepcc.org.mx/  
INSTITUTO ELECTORAL DEL ESTADO DE COLIMA http://www.ieecolima.org.mx/ 
INSTITUTO ELECTORAL DEL DISTRITO FEDERAL http://www.iedf.org.mx/  
INSTITUTO ELECTORAL Y DE PARTICIPACIÓN CIUDADANA DE DURANGO  http://www.iepcdgo.org.mx    
INSTITUTO ELECTORAL DEL ESTADO DE MÉXICO http://www.ieem.org.mx/  
INSTITUTO ELECTORAL DEL ESTADO DE GUANAJUATO http://www.ieeg.org.mx/  
INSTITUTO ELECTORAL DEL ESTADO DE GUERRERO http://www.ieegro.org.mx/ 
INSTITUTO ESTATAL ELECTORAL DE HIDALGO http://www.ieehidalgo.org.mx/  
INSTITUTO ELECTORAL Y DE PARTICIPACIÓN CIUDADANA DEL ESTADO DE JALISCO 

http://www.iepcjalisco.org.mx/  
INSTITUTO ELECTORAL DE MICHOACÁN http://www.iem.org.mx/  
INSTITUTO ESTATAL ELECTORAL DE MORELOS http://www.ieemorelos.org.mx/  
INSTITUTO ESTATAL ELECTORAL DE NAYARIT http://www.ieemorelos.org.mx/  
COMISIÓN ESTATAL ELECTORAL DE NUEVO LEÓN. www.cee-nl.org.mx   
INSTITUTO ESTATAL ELECTORAL Y DE PARTICIPACIÓN CIUDADANA DE OAXACA www.ieepco.org.mx  
INSTITUTO ELECTORAL DEL ESTADO DE PUEBLA. www.ieepuebla.org.mx/  
INSTITUTO ELECTORAL DE QUERÉTARO http://www.ieq.org.mx/  
INSTITUTO ELECTORAL DE QUINTANA ROO http://www.ieqroo.org.mxq  
CONSEJO ESTATAL ELECTORAL Y DE PARTICIPACIÓN CIUDADANA DE S.L.P. 

http://www.ceepacslp.org.mx/ceepac/index.php 
CONSEJO ESTATAL ELECTORAL DE SINALOA  http://www.cee-sinaloa.org.mx/ 
CONSEJO ESTATAL ELECTORAL Y DE PARTICIPACIÓN CIUDADANA DE SONORA http://www.ceesonora.org.mx/ 
INSTITUTO ELECTORAL Y DE PARTICIPACIÓN CIUDADANA DE TABASCO http://www.iepct.org.mx/  
INSTITUTO ELECTORAL DE TAMAULIPAS http://ietam.org.mx/portal  
INSTITUTO ELECTORAL DE TLAXCALA http://www.ietlax.org.mx  
INSTITUTO ELECTORAL VERACRUZANO. www.iev.org.mx/ 
INSTITUTO DE PROCEDIMIENTOS ELECTORALES Y PARTICIPACIÓN CIUDADANA DEL ESTADO DE YUCATÁN 

http://www.ipepac.org.mx/  
INSTITUTO ELECTORAL DEL ESTADO DE ZACATECAS. www.ieez.org.mx  
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Salas y Tribunales Electorales Estatales 
TRIBUNAL ELECTORAL DEL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN http://www.trife.gob.mx 
SALA ADMINISTRATIVA Y ELECTORAL DEL PODER JUDICIAL DEL ESTADO DE AGUASCALIENTES: 

http://www.poderjudicialags.gob.mx/salaae/sae.html 
TRIBUNAL DE JUSTICIA ELECTORAL DEL PODER JUDICIAL DEL ESTADO DE BAJA CALIFORNIA 
http://www.tje-bc.gob.mx/tjebc/ 
TRIBUNAL ESTATAL ELECTORAL DE BAJA CALIFORNIA SUR http://teebcs.org 
SALA EN MATERIA ADMINISTRATIVA ELECTORAL DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DEL ESTADO DE 

CAMPECHE http://www.poderjudicialcampeche.gob.mx/transparencia/atribuciones.htm#salaadmitiva 
TRIBUNAL DE JUSTICIA ELECTORAL Y ADMINISTRATIVA DEL PODER JUDICIAL DEL ESTADO DE CHIAPAS. 
http://www.tjeachiapas.gob.mx	
  
TRIBUNAL ESTATAL ELECTORAL DE CHIHUAHUA http://www.techihuahua.org.mx 
TRIBUNAL ELECTORAL DEL PODER JUDICIAL DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA  
http://www.poderjudicialcoahuila.gob.mx/telectoral/ 
TRIBUNAL ELECTORAL DEL ESTADO DE COLIMA http://www.tee.org.mx 
TRIBUNAL ELECTORAL DEL DISTRITO FEDERAL http://www.tedf.org.mx 
TRIBUNAL ELECTORAL DEL PODER JUDICIAL DEL ESTADO DE DURANGO http://www.tedgo.gob.mx 
TRIBUNAL ELECTORAL DEL ESTADO DE MÉXICO http://www.teemmx.org.mx/index.html	
  
TRIBUNAL ELECTORAL DEL ESTADO DE GUANAJUATO www.teegto.org.mx 
TRIBUNAL ELECTORAL DEL ESTADO DE GUERRERO http://www.teegro.gob.mx 
TRIBUNAL ELECTORAL DEL ESTADO DE HIDALGO http://www.trielectoralhidalgo.org.mx 
TRIBUNAL ELECTORAL DEL PODER JUDICIAL DEL ESTADO DE JALISCO http://www.triejal.gob.mx 
TRIBUNAL ELECTORAL DEL ESTADO DE MICHOACÁN http://www.teemich.org.mx 
TRIBUNAL ELECTORAL DEL PODER JUDICIAL DEL ESTADO DE MORELOS http://www.teem.gob.mx 
SALA CONSTITUCIONAL-ELECTORAL DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DEL ESTADO DE NAYARIT 
http://www.tsjnay.gob.mx/tribunal-superior-de-justicia/sala-constitucional-electoral/ 
TRIBUNAL ELECTORAL DEL ESTADO DE NUEVO LEÓN http://www.tee-nl.org.mx 
TRIBUNAL ESTATAL ELECTORAL DEL PODER JUDICIAL DE OAXACA  http://teoax.org 
TRIBUNAL ELECTORAL DEL ESTADO DE PUEBLA http://www.teep.org.mx 
SALA ELECTORAL DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DEL ESTADO DE QUERÉTARO 

http://www.tribunalqro.gob.mx/electoral/ 
TRIBUNAL ELECTORAL DE QUINTANA ROO http://www.teqroo.com.mx/sitio2007/teqroo/ 
TRIBUNAL ELECTORAL DEL PODER JUDICIAL DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ http://www.stjslp.gob.mx 
TRIBUNAL ELECTORAL DE SINALOA http://www.teesin.org.mx 
TRIBUNAL ESTATAL ELECTORAL DE SONORA http://www.teesonora.org.mx 
TRIBUNAL ELECTORAL DE TABASCO http://www.tet.gob.mx 
TRIBUNAL ELECTORAL DEL PODER JUDICIAL DEL ESTADO DE TAMAULIPAS http://www.trieltam.gob.mx	
  
SALA UNITARIA ELECTORAL ADMINISTRATIVA DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DEL ESTADO DE TLAXCALA  

http://www.seatlax.gob.mx/site/index.php 
TRIBUNAL ELECTORAL DEL PODER JUDICIAL DEL ESTADO DE VERACRUZ http://www.teever.gob.mx 
TRIBUNAL DE JUSTICIA ELECTORAL Y ADMINISTRATIVA DEL PODER JUDICIAL DEL ESTADO DE YUCATÁN  

http://www.teeyuc.org.mx/principal.html 
TRIBUNAL DE JUSTICIA ELECTORAL DEL PODER JUDICIAL DEL ESTADO DE ZACATECAS http://www.teez.gob.mx 
 

	
  

 
 

NO PUBLIC
AR




